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ACCIONADO: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

(CNSC). 

 

FANNY DEL SOCORRO ARZUAGA NASSER, identificada con cedula de ciudadanía No. 

36.539.119 expedida en Santa Marta, actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 

de la Constitución Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA 

contra LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), con el objeto de que se 

protejan los derechos constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los 

cuales se fundamentan en los siguientes: 

 

HECHOS 

PRIMERO: Participe dentro del proceso de selección, de municipios priorizados para el 

Posconflicto PDET, con OPEC No. 20951 del Municipio de San Diego, Cesar, Categoría 

5ta y 6ta, organizado por la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC). 

SEGUNDO: Mi calificación en las pruebas escritas de competencia, realizadas el once (11) 

de julio de 2021, en la I.E. Enrique Pupo Martínez de la ciudad de Valledupar, Cesar, fue 

de un promedio de 66.10, por lo que continue a la siguiente etapa, la cual, de acuerdo al 

cronograma establecido por la CNSC, es el de verificación de requisitos mínimos. 

TERCERO: Luego de la verificación de los requisitos mínimos para continuar dentro del 

concurso: “Estudio: Título de formación técnica profesional o tecnólogo profesional en la 

disciplina académica del núcleo básico del conocimiento: administración, economía, 

ingeniería de sistemas, telemática y afines, ingeniería industrial y afines. Tarjeta o licencia 

en los casos exigidos por la ley. Experiencia: Doce (12) meses de experiencia laboral”; la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) me califica como “NO ADMITIDA”, 

por no cumplir con los requisitos mínimos, según ellos, para poder acceder al cargo ofertado 

(OPEC No. 20951). 



CUARTO: En concordancia con lo anterior, debo aclarar que  cuento con la formación 

requerida para el cargo, ya que soy bachiller graduada del Colegio INEM SIMON BOLIVAR 

de la ciudad de Santa Marta y técnico en Auxiliar Administrativo en La Corporación Para La 

Educación Integral y Comunitaria para el Trabajo CEICOT, ubicada en el municipio de San 

Juan del Cesar, departamento de La Guajira, y que de acuerdo a los anexos que acompaño 

con la presente acción de tutela, cuento con los doce meses de experiencia laboral 

requeridos. 

QUINTO: Inconforme con la calificación otorgada por la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL (CNSC), como “NO ADMITIDA”, dirijo un escrito reiterando y aportando 

los requisitos mínimos exigidos para el cargo ofertado, a lo que contestan de la siguiente 

manera (anexo documento):  

(…)     haciendo el análisis de su caso particular, se observa que la OPEC en la cual se 

encuentra concursando es del nivel TÉCNICO, por lo que se requería acreditar la Diploma 

de bachiller en cualquier modalidad. Así las cosas, revisada la documentación aportada 

oportunamente a través del aplicativo SIMO, se encuentra que no se allegaron soportes de 

formación académica que permitieran acreditar el requisito mínimo previsto en el artículo 

2.2.36.2.1 del Decreto 1038 de 2018.     (…) 

 

SEXTO: Por todo lo antes descrito y teniendo en cuenta que no tuvieron en cuenta mis 

argumentos para permitirme continuar con el concurso de los municipios priorizados para 

el Posconflicto PDET, con OPEC No. 20951 del Municipio de San Diego, Cesar, Categoría 

5ta y 6ta; no me queda otro recurso para reclamar mis derechos que la presente Acción de 

Tutela. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Derecho fundamental a La Carrera Administrativa (artículo 40 numeral 7 de la C.N.), 

Dignidad Humana (Sentencia C-147 de 2017 Corte Constitucional), Igualdad (artículo 13 de 

la C.N.), Trabajo (artículo 25 de la C.N.), Debido Proceso (artículo 29 de la C.N.), Principio 

de La Buena Fe (artículo 83 de la C.N. y sentencia C-544 de 1994) y Al Mínimo Vital (artículo 

334 de la C.N.). 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN EL PRESENTE CASO 

 

El Decreto 2591 de 1991 que reglamenta el artículo 86 de la Constitución Política en su 

artículo 10°, dispone que toda persona puede actuar por si misma o a través de 

representante para el ejercicio de la acción constitucional de la referencia, agregando que 

también se pueden agenciar los derechos ajenos cuando el titular de estos no esté en 

condiciones de promover su propia defensa.  



 

De la procedencia excepcional de la acción de tutela en tratándose de concursos de 

méritos, debe recordarse que la acción de tutela, es un mecanismo residual y subsidiario 

de protección de los derechos constitucionales, en tanto que su procedibilidad está 

condicionada a que no existan otros medios de defensa –verbo y gracia agotamiento de 

recursos que fueren procedentes- o que existiendo otros, se constituya transitoriamente en 

el medio idóneo, con el fin de evitar la estructuración de un perjuicio irremediable. 

 

En tratándose de concurso de méritos, la Corte Constitucional ha puesto de relieve que 

pese a que en tales procesos los concursantes están en la posibilidad de ejercer vías 

ordinarias –por ejemplo, mediante el uso de los medios de control previstos en el Código 

General del Proceso y de lo Contencioso Administrativo-, en ocasiones, las mismas en el 

curso de los procesos meritocráticos pueden no ser el instrumento idóneo y eficaz para 

proteger y/o restablecer el derecho fundamental que eventualmente se encuentre 

conculcado, tornándose en la acción de tutela en el instrumento procedente, al respecto ha 

indicado el Alto Tribunal Constitucional: “(…) en materia de concursos de méritos para la 

provisión de cargos de carrera se ha comprobado que para excluir a la tutela en estos 

casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la 

defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar 

el mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal 

que no garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular” .  

 

Postura reiterada entre otras, en la sentencia T-059 de 2019: “Por último, es importante 

poner de presente que, pese a que se podría sostener que la pretensión de la acción de 

tutela, se podría satisfacer mediante la solicitud de medidas cautelares, lo cierto es que en 

el fondo se plantea una tensión que involucra el principio de mérito como garantía de acceso 

a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un ámbito administrativo y se 

convierte en un asunto de carácter constitucional, que torna necesaria una decisión pronta, 

eficaz y que garantice la protección de los derechos fundamentales. // Lo anterior, en la 

medida en que tal y como se estableció en las Sentencias C-645 de 2017, C-588 de 2009, 

C-553 de 2010, C-249 de 2012 y SU-539 de 2012, el mérito es un principio fundante del 

Estado colombiano y del actual modelo democrático, en la medida en que tiene un triple 

fundamento histórico, conceptual y teleológico. En efecto, el principio del mérito se 

estableció en el ordenamiento jurídico con la finalidad de proscribir las prácticas 

clientelistas, para garantizar un medio objetivo de acceso, permanencia y retiro del servicio 

público y, por último, para hacer efectivos otros derechos que encuentran garantía plena a 

través de éste, al tiempo que se materializan los principios de la función administrativa, 

previstos en el artículo 209 de la Constitución.”  

 

De igual forma, en la sentencia T-340 de 2020, la Corte Constitucional ratificó la vigencia 

de su precedente, acerca de la procedencia de la acción de tutela para discutir controversias 

que involucran derechos fundamentales de los participantes en el marco de los concursos 



de méritos: “(…) Ahora bien, desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, 

pese a la existencia de las vías de reclamación en lo contencioso administrativo, existen 

dos hipótesis que permiten la procedencia excepcional de la acción de tutela. La primera, 

se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de un perjuicio irremediable, causal que 

tiene plena legitimación a partir del contenido mismo del artículo 86 del Texto Superior y, 

por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter de mecanismo subsidiario de defensa 

judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente no brinda los elementos pertinentes de 

idoneidad y eficacia para resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de 

los hechos del caso y de su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales. (…) 

En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por vía de 

excepción para cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de un concurso de 

méritos, y que, más allá de la causal del perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia 

en concreto del medio existente y de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, 

teniendo en cuenta, como ya se dijo, la naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su 

impacto respecto de derechos, principios o garantías constitucionales, siendo, prevalente, 

en este escenario, la protección del mérito como principio fundante del Estado colombiano 

y del actual modelo democrático, como lo señaló expresamente Sentencia T-059 de 2019” 

Negrilla y subraya fuera de texto. 

 

En tal sentido, los medios ordinarios previstos en el ordenamiento jurídico, generalmente 

carecen de la suficiente idoneidad en el caso de los concursos de méritos, en tanto que no 

tendrían una eficacia similar a la presente acción constitucional, debido a la complejidad y 

duración que pudieran implicar los instrumentos ordinarios, si se tiene en consideración que 

el concurso de méritos discutido se encuentra en su última etapa y el riesgo inminente a 

que se estructure un perjuicio irremediable, por lo que para este Juzgado se cumplen los 

supuestos bajo los cuales es posible acudir a este mecanismo constitucional, acorde con 

los reiterativos precedentes jurisprudenciales vinculantes sobre la materia. 

 

De los procesos meritocráticos para acceder a cargos públicos, el precepto 125 de la 

Constitución Política, contempla que por regla general los empleos en los órganos del 

Estado deben ser de carrera administrativa, a excepción de aquellos que sean de elección 

popular, de libre nombramiento y remoción, los de los trabajadores oficiales y los demás 

que determine la ley, en los siguientes términos: 

 

Artículo 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se 

exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 

trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. Los funcionarios, cuyo 

sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, 

serán nombrados por concurso público. El ingreso a los cargos de carrera y el 

ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y 

condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes. 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 



violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley. 

 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento 

para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. Conforme a lo anterior, el ingreso a los 

cargos de carrera en el Estado, deben fundamentarse en el mérito, en las calidades del 

servidor público y en una selección objetiva, para lo cual se ha establecido que los 

concursos públicos son el instrumento o mecanismo idóneo que posibilita la evaluación y 

determinación de la capacidad de los aspirantes para asumir las funciones propias del cargo 

a desempeñar, impidiendo la subjetividad o arbitrariedad por parte del nominador. Los 

concursos buscan la satisfacción de los fines del Estado y garantizar el derecho 

fundamental de acceso a la función pública. Por ello, la elección oportuna del concursante 

que reúne las calidades y el mérito asegura el buen servicio administrativo. 

 

Del debido proceso, el artículo 29 Superior, eleva a rango de derecho fundamental el debido 

proceso y prevé que éste es aplicable tanto en las actuaciones judiciales como en las 

administrativas, es decir, que obliga no solamente a los jueces sino también a los 

organismos y dependencias de la administración pública, o a los particulares que ejerzan 

función administrativa; este derecho fundamental, debe entenderse como una 

manifestación del Estado Social y Constitucional de Derecho que busca proteger al 

individuo frente a las actuaciones de las autoridades públicas, procurando en todo momento 

el respeto a las formas propias de cada juicio. Así entonces, las situaciones de controversia 

que surjan de cualquier tipo de proceso, requieren de una regulación jurídica previa que 

límite los poderes del Estado y establezcan el respeto de los derechos y obligaciones de 

los sujetos procesales, de manera que ninguna actuación de las autoridades dependa de 

su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley 

o los reglamentos. El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el 

de legalidad, el del juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de 

inocencia, el de tipicidad, el de antijuridicidad y el derecho de defensa o contradicción, los 

cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales. El derecho de defensa en materia 

administrativa se traduce en la facultad que tiene el administrado para conocer la actuación 

o proceso administrativo que se le adelante e impugnar o contradecir las pruebas y las 

providencias que le sean adversas a sus intereses; la administración debe garantizar al 

ciudadano interesado tal derecho y cualquier actuación que desconozca dicha garantía es 

contraria a la Constitución. 

 

LA DIGNIDAD HUMANA Y SUS DIMENSIONES 

 

 El artículo 1° de la Carta, consagra que la dignidad humana justifica la existencia del Estado 

y en razón a su naturaleza de valor Superior y principio fundante, exige el reconocimiento 

a todas las personas del derecho a recibir un trato acorde a su naturaleza humana. En ese 

sentido, constituye uno de los fundamentos del ordenamiento jurídico, pues es un pilar 



determinante para el Estado Social de Derecho, la democracia constitucional y los derechos 

humanos y fundamentales en términos generales. 

 

De esta manera, en sentencia C-143 de 2015[13], la Corte reiteró que el derecho a la 

dignidad humana debe entenderse bajo dos (2) dimensiones: a partir de su objeto concreto 

de protección y con base en su funcionalidad normativa. En relación con el primero, este 

Tribunal ha identificado tres (3) lineamientos claros y diferenciables: i) la dignidad humana 

como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus 

características; ii) la dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales 

concretas de existencia; y iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no 

patrimoniales, de la integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los 

ciudadanos puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o 

humillante. 

 

De otro lado, al tener como punto de vista la funcionalidad de la norma, este Tribunal en la 

mencionada providencia, identificó tres (3) expresiones del derecho a la dignidad: i) Es un 

valor fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado; ii) constituye un principio 

constitucional; y iii) también tiene la naturaleza de derecho fundamental autónomo. 

 

De igual manera, esta Corporación consideró que la consagración constitucional del 

principio de la dignidad humana impone el deber de un trato especial hacia el individuo, ya 

que la persona es un fin para el Estado, por lo que todos los poderes públicos deben asumir 

una carga de acción positiva para maximizar en el mayor grado posible su efectividad. 

 

 En resumen, el derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones 

necesarias para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida 

que cada ciudadano le imprime a su devenir, por lo que existe un mandato imperativo de 

las autoridades públicas y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de 

protección indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados para el 

Estado, especialmente, para otorgar a la persona un trato acorde a su condición 

deontológica. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD 

 

El derecho a la igualdad está previsto en el artículo 13 de la Constitución Política, así como 

en instrumentos internacionales de derechos humanos que, en virtud del artículo 93 

numeral 2, hacen parte del bloque de constitucionalidad. De este derecho se desprenden 

dos mandatos básicos: (i) otorgar el mismo trato a supuestos de hecho equivalentes y (ii) 

otorgar un trato diferente a situaciones de hecho disímiles. Como se observa, el rasgo 

esencial del derecho a la igualdad es que implica un juicio de comparación entre dos 

personas o grupos de personas. Para determinar con mayor precisión el alcance del 

derecho a la igualdad, la Corte ha especificado estos dos mandatos generales en cuatro 



reglas, a saber: (i) debe darse un tratamiento distinto a situaciones de hecho que no tienen 

ningún elemento en común; (ii) debe darse el mismo trato a situaciones de hecho idénticas; 

(iii) debe darse un trato paritario a situaciones de hecho que presenten similitudes y 

diferencias, cuando las similitudes sean más relevantes que las diferencias; y (iv) debe 

darse un trato diferente a situaciones de hecho que presenten similitudes y diferencias, 

cuando las diferencias sean más relevantes que las similitudes. Con el propósito de 

determinar cuándo se presenta alguna de las hipótesis mencionadas antes, la Corte ha 

tenido en cuenta un juicio a partir de tres etapas de análisis. Primero, se debe establecer el 

criterio de comparación (también denominado tertium comparationis). Segundo, se debe 

definir si en el plano fáctico y en el plano jurídico existe realmente un trato igual o 

diferenciado. Así, una vez establecido el criterio de comparación, debe verificarse si 

efectivamente existe un trato igual o un trato diferenciado o si en realidad el cargo por 

vulneración del derecho a la igualdad parte de una indebida comprensión o interpretación 

de lo que establece la medida analizada. De este juicio pueden entonces desprenderse dos 

hipótesis: o los grupos o personas no son comparables a la luz del criterio de comparación 

y, en consecuencia, no se afecta el mandato de trato igual; o los grupos o personas si 

pueden ser asimiladas y, en esa medida, se presenta una afectación prima facie del derecho 

a la igualdad.   Si ocurre lo segundo (si las personas o grupos pueden ser asimilados), en 

tercer lugar, se debe determinar si la diferencia de trato se encuentra constitucionalmente 

justificada, análisis que varía, pues puede hacerse en intensidades distintas, teniendo como 

propósito salvaguardar el principio democrático y la separación de poderes, sin afectar 

gravemente los derechos inalienables de la persona (artículos 1, 5 y 113 de la Constitución, 

respectivamente). En este sentido, la Corte ha señalado que el juicio de proporcionalidad 

no puede ser aplicado con la misma intensidad en todos los casos. De no proceder así (es 

decir, si siempre se aplicara la misma intensidad en el análisis de proporcionalidad), las 

competencias de los diferentes órganos del Estado, al igual que las posibilidades de 

actuación de los particulares en ejercicio de la libre iniciativa privada, podrían resultar 

anuladas o afectadas gravemente. Ello se debe a que, en últimas, en este paso lo que se 

analiza es si la diferenciación prevista por la medida analizada es o no proporcional. Con 

fundamento en lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha reconocido tres intensidades 

que pueden tenerse en cuenta para este análisis, a saber: leve, intermedia y estricta. En 

cada caso deberá el juez valorar las diferentes razones que concurren para fundamentar la 

intensidad del juicio, de acuerdo con los criterios jurisprudencialmente establecidos. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO 

De un derecho fundamental se derivan múltiples derechos conexos, muchos de los cuales 

tienen contacto simultáneo con otros derechos fundamentales. Empero, no todo derecho 

derivado de un derecho fundamental debe ser considerado como fundamental en sí Mismo, 

pues es su pertenencia al núcleo esencial lo que le da esta categoría. El núcleo esencial de 

los derechos fundamentales ha sido entendido como el reducto medular invulnerable que 

no puede ser puesto en peligro por autoridad o particular alguno. La Corte Constitucional lo 

define, a su vez - siguiendo al profesor Peter Haberle- como “…el ámbito necesario e 



irreductible de conducta que el derecho protege, con independencia de las modalidades 

que asuma el derecho o de las formas en que se manifieste. Es el núcleo básico del derecho 

fundamental, no susceptible de interpretación o de opinión sometida a la dinámica de 

coyuntura o ideas políticas”. En principio, pues, es a este derecho medular al que va dirigida 

la protección de la acción de tutela.  

 

Con el derecho al trabajo, consagrado como derecho fundamental en el artículo 25 

constitucional y en los convenios internacionales suscritos por Colombia, sucede como con 

los demás de su clase: muchas de las prerrogativas laborales que se derivan de su 

naturaleza esencial no alcanzan el nivel de derechos fundamentales, y por tanto, no son 

susceptibles de protección por vía de tutela. 

 

Sobre este particular, la Corte señaló: 

“Es cierto que el derecho al trabajo es fundamental, y, por tanto, su núcleo 

esencial es incondicional e inalterable. Pero lo anterior no significa que los 

aspectos contingentes y accidentales que giran en torno al derecho al trabajo, 

sean, per se, tutelables, como si fueran la parte esencial”.(Sentencia T-047/95. 

M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa) 

 

No obstante, la Corte ha establecido una excepción a la regla: para cada caso concreto, 

cuando quiera que la vulneración de un derecho conexo conlleva el ataque injustificado 

del núcleo esencial del derecho fundamental, la tutela es el mecanismo adecuado para 

hacer efectiva la protección del Estado. A este respecto señaló: 

 

“Una derivación del derecho al trabajo podría convertirse en parte esencial del 

mismo derecho, cuando concurren, a lo menos, varios elementos, como son la 

conexidad necesaria con el núcleo esencial del derecho en un caso concreto, la 

inminencia de un perjuicio si se desconoce el hecho, merecimiento objetivo para 

acceder al oficio o para ejercerlo, la necesidad evidente de realizarlo como única 

oportunidad para el sujeto. Si se confunde el derecho fundamental con los derivados 

del mismo, se daría el caso de que todo lo que atañe a la vida en sociedad sería 

considerado como derecho fundamental, lo cual es insostenible”. 

 

En conclusión, los derechos conexos, es decir, aquellos que no hacen parte del núcleo 

esencial del derecho fundamental, no son amparables por vía de tutela a menos que su 

afectación produzca la vulneración del derecho fundamental al cual se adscriben.  

 

Ahora bien, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, no hacen parte del núcleo 

esencial del derecho al trabajo la facultad de ocupar determinados puestos o cargos 

públicos, de estar vinculada una persona a una entidad, empresa u organización definidas 

o de cumplir funciones en un lugar específico. Estas ventajas, mutables y accidentales, que 

se alteran durante la relación laboral, que son accesorias al nódulo central del derecho y, 



por tanto, no hacen parte fundamental del mismo, no son amparables, en principio, por vía 

de tutela. Tal fue el sentido del pronunciamiento de la Corte Constitucional en la Sentencia 

T-047/95 que en lo pertinente se transcribe: 

 

“El derecho al trabajo, al ser reconocido como fundamental, exige la protección a 

su núcleo esencial, pero no la trae consigo la facultad de obtener una vinculación 

concreta, porque ésta también puede constituir una legítima expectativa de otros, 

con igual derecho. Así, pues, en aras del derecho a la igualdad, no hay que 

proceder contra los intereses ajenos, sino en concordancia con ellos, de suerte que 

se realice el orden social justo, es decir, la armonía de los derechos entre sí. 

 

“Así las cosas, debe entenderse que el derecho al trabajo no consiste en la 

pretensión incondicional de ejercer un oficio o cargo específico, en un lugar 

determinado por el arbitrio absoluto del sujeto, sino en la facultad, in genere, de 

desarrollar una labor remunerada en un espacio y tiempo indeterminados”. 

(Sentencia T-047/95. M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa). 

 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 

La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto 

de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 

protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante 

su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen 

parte de las garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez 

conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades administrativas, 

a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía 

superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, 

identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en 

determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) El 

derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados 

para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al 

tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la 

asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la 

buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el 

derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige 

que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; 

(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores 

públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones 

separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) el derecho a la 

independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con 



fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios 

anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas. 

 

PRINCIPIO DE LA BUENA FE 

 

La buena fe ha sido, desde tiempos inmemoriales, uno de los principios fundamentales del 

derecho, ya se mire por su aspecto activo, como el deber de proceder con lealtad en 

nuestras relaciones jurídicas, o por el aspecto pasivo, como el derecho a esperar que los 

demás procedan en la misma forma.  En general, los hombres proceden de buena fe: es lo 

que usualmente ocurre.  Además, el proceder de mala fe, cuando media una relación 

jurídica, en principio constituye una conducta contraria al orden jurídico y sancionada por 

éste. En consecuencia, es una regla general que la buena fe se presume: de una parte es 

la manera usual de comportarse; y de la otra, a la luz del derecho, las faltas deben 

comprobarse.  Y es una falta el quebrantar la buena fe. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, a primera vista, el artículo transcrito parecería inútil.  ¿Por 

qué se incluyó en la Constitución? La explicación es sencilla: se quiso proteger al particular 

de los obstáculos y trabas que las autoridades públicas, y los particulares que ejercen 

funciones públicas, ponen frente a él, como si se presumiera su mala fe, y no su buena fe.  

En la exposición de motivos de la norma originalmente propuesta, se escribió: 

 

"La buena fe, como principio general que es, no requiere consagración normativa, pero se 

hace aquí explícita su presunción respecto de los particulares en razón de la situación de 

inferioridad en que ellos se encuentran frente a las autoridades públicas y como mandato 

para éstas en el sentido de mirar al administrado primeramente como el destinatario de una 

actividad de servicio.  Este mandato, que por evidente parecería innecesario, estaría 

orientado a combatir ese mundo absurdo de la burocracia, en el cual se invierten los 

principios y en el cual, para poner un ejemplo, no basta con la presencia física del interesado 

para recibir una pensión, sino que es necesario un certificado de autoridad que acredite su 

supervivencia, el cual, en ocasiones, tiene mayor valor que la presentación personal". 

(Gaceta Constitucional No. 19. Ponentes: Dr. Alvaro Gómez Hurtado y Juan Carlos 

Esguerra Potocarrero.  Pág 3) 

 

Claro resulta por qué la norma tiene dos partes: la primera, la consagración de la obligación 

de actuar de buena fe, obligación que se predica por igual de los particulares y de las 

autoridades públicas.  La segunda, la reiteración de la presunción de la buena fe de los 

particulares en todas las gestiones que adelanten ante las autoridades públicas. 

 

Es, pues, una norma que establece el marco dentro del cual deben cumplirse las relaciones 

de los particulares con las autoridades públicas.  Naturalmente, es discutible si el hecho de 

consagrar en la Constitución la regla de la buena fe, contribuya a darle una vigencia mayor 

en la vida de relación, o disminuya la frecuencia de los comportamientos que la contrarían. 



DERECHO AL MINIMO VITAL 

 

Se deriva de los principios de Estado Social de Derecho, dignidad humana y solidaridad 

Uno de los derechos más característicos de un Estado Social de Derecho es el mínimo vital. 

Según la Corte Constitucional, este derecho se deriva de los principios de Estado Social de 

derecho, dignidad humana y solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales 

a la vida, a la integridad personal y a la igualdad. Este derecho adquiere relevancia en 

situaciones humanas límites, relativas a la extrema pobreza y la indigencia, cuando frente 

a las necesidades más elementales y humanas, el Estado y la sociedad no responden de 

manera congruente. 

 

La Corte Constitucional ha señalado que “el Estado Social de Derecho exige esforzarse en 

la construcción de las condiciones indispensables para asegurar a todos los habitantes del 

país una vida digna dentro de las posibilidades económicas que estén a su alcance”. En 

este modelo de Estado, el derecho al mínimo vital y su protección judicial adquieren una 

importancia excepcional113. Al respecto, la Corte señaló que “el nuevo papel del juez en el 

Estado social de derecho es la consecuencia directa de la enérgica pretensión de validez y 

efectividad de los contenidos materiales de la Constitución”. 

. 

Uno de los derechos más característicos de un Estado Social de Derecho es el mínimo vital. 

Según la Corte Constitucional, este derecho se deriva de los principios de Estado Social de 

derecho, dignidad humana y solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales 

a la vida, a la integridad personal y a la igualdad. Este derecho adquiere relevancia en 

situaciones humanas límites, relativas a la extrema pobreza y la indigencia, cuando frente 

a las necesidades más elementales y humanas, el Estado y la sociedad no responden de 

manera congruente. 

 

 Este derecho ha sido reconocido desde 1992 en forma reiterada por la jurisprudencia de 

esta Corte117. Primero se reconoció como derecho fundamental innominado, como parte 

de una interpretación sistemática de la Constitución, “aunque la Constitución no consagra 

un derecho a la subsistencia éste puede deducirse de los derechos a la vida, a la salud, al 

trabajo y a la asistencia o a la seguridad social” 

 

Luego se le concibió como un elemento de los derechos sociales prestacionales “la mora 

en el pago del salario, (…) [significa una] abierta violación de derechos fundamentales (…), 

en especial cuando se trata del único ingreso del trabajador, y por tanto, medio insustituible 

para su propia subsistencia y la de su familia”. 

 

Posteriormente, se señaló que es un derecho fundamental ligado a la dignidad humana “la 

idea de un mínimo de condiciones decorosas de vida (…), no va ligada sólo con una 

valoración numérica de las necesidades biológicas (…) para subsistir, sino con la 



apreciación material del valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, 

y del respeto por sus particulares condiciones de vida”. 

 

La Corte ha considerado en ocasiones que la ausencia del mínimo vital puede atentar, de 

manera grave y directa, en contra de la dignidad humana. Este derecho “constituye una 

pre-condición para el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona 

y en una salvaguarda de las condiciones básicas de subsistencia, puesto que sin un ingreso 

adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los 

correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario” 

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito su Señoría se sirva tener 

en cuenta las siguientes pruebas: 

a) Hoja de vida cargada a la aplicación SIMO. 

b) Respuesta de la CNSC, a mi solicitud de información sobre el estado de “NO 

ADMITIDA”. 

PRETENSIONES 

 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito su Señoría disponer y ordenar a 

favor nuestro lo siguiente: 

 

PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales La Carrera Administrativa, a la 
Dignidad Humana, a la Igualdad, al Trabajo, al Debido Proceso, al Principio de La 
Buena Fe y al Mínimo Vital, en consecuencia 
 
SEGUNDO: Ordenar a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (C.N.S.C.), 
que REVISE Y MODIFIQUE la decisión que me tiene fuera del concurso de méritos 

de municipios priorizados para el Posconflicto PDET, con OPEC No. 
20951 del Municipio de San Diego, Cesar, Categoría 5ta y 6ta,  y en 
concordancia con lo anterior sea tenida en cuenta la documentación cargada al 
aplicativo SIMO, para que se pueda continuar en concurso; de manera que se 
restauren de forma efectiva los derechos fundamentales violentados.  
 
TERCERA:  Ordenar a la CNSC suspender el trámite de nombramiento en el  cargo 
en cuestión, mientras se resuelve la presente acción constitucional. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 y sus 

decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 

 

CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO 37 DE DECRETO 2591/91: JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado ninguna otra acción de 

tutela por los mismos hechos y derechos. 



  

NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: Calle 5A No. 10-50 barrio Luis Carlos Galán del municipio de San Diego, 

departamento del Cesar; e-mail: fannyarzuaga@gmail.com Celular: 3014879215. 

 

ACCIONADO: Carrera 16 No. 96 - 64, Piso 7 - Bogotá D.C., Colombia, e-mail: 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co , teléfonos: Pbx: (+57) 601 3259700 Línea nacional 

01900 3311011. 

 

Gentilmente, 

 

 

_____________________________             

FANNY DEL SOCORRO ARZUAGA NASSER 
C.C. No. 36.539.119 Expedida en Santa Marta               
Tutelante 
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